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Resumen: El objetivo del presente artículo es comprobar la persistencia 
de las instituciones económicas en Sinaloa, ante los cambios que surgi-
dos de la reforma política de 1977. La investigación emplea el método 
descriptivo-inductivo, formal- legal e histórico-comparativo. En Sinaloa, 
se pudo confirmar que después de la Revolución Mexicana las mejores 
tierras siguieron en manos de sus antiguos dueños y la clase política 
que broto del movimiento de 1910, favoreció el surgimiento de la nueva 
clase dominante. Sinaloa tiene más de un siglo cultivando hortalizas 
para la exportación del mercado de Estados Unidos, anticipadamente 
a la globalización. La presente investigación comprueba el modelo de 
Acemoglu, que pese a los profundos cambios políticos han sido persis-
tentes las instituciones económicas en Sinaloa. En este sentido, la arqui-
tectura de las instituciones económicas es esencial por los resultados 
económicos, las cuales pueden perdurar incluso cuando cambian las 
instituciones políticas. 

Palabras clave: Persistencia institucional, instituciones económicas, 
neoinstitucionalismo.

Abstract: The objective of this article is to verify the persistence of eco-
nomic institutions in Sinaloa, given the changes that arose from the 1977 
political reform. The research uses the descriptive-inductive, formal-legal 
and historical-comparative method. In Sinaloa, it was confirmed that 
after the Mexican Revolution the best lands remained in the hands of 
their former owners and the political class that emerged from the 1910 
movement favored the emergence of the new ruling class. Sinaloa has 
been growing vegetables for export from the United States market for 
more than a century, ahead of globalization. This research proves the 
Acemoglu model, which despite the profound political changes economic 
institutions in Sinaloa have been persistent. In this sense, the architecture 
of economic institutions is essential for economic results, which can last 
even when political institutions change.

Keywords: Institutional persistence, economic institutions, neo-institu-
tionalism.
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Introducción

De la revisión de los rasgos de la estructura institucional existente 
en el Estado de Sinaloa, se puede afirmar que ésta proporciona cierta 
estabilidad política, pero el crecimiento económico sostenido ha sido 
postergado. El comportamiento de la economía Sinaloense en el perio-
do 1995-2016, registró un crecimiento promedio de 2.37 %, casi igual 
al observado a nivel nacional, insuficiente para una población que re-
quiere un ingreso adecuado para atender sus necesidades básicas. 

De manera particular, las actividades agrícolas han estado sujetas a 
constantes presiones debido a los ajustes de los mercados y a las polí-
ticas públicas, sin embargo, la agricultura es uno de los motores prin-
cipales que mueven a la economía de la entidad. Este sector aportó el 
12.0 % del PIB Estatal en 2016, no obstante, su peso relativamente me-
nor respecto a los demás sectores, es considerado el principal inductor 
del crecimiento por sus encadenamientos con el resto de la economía. 
En esta actividad sobresale la superficie utilizada en hortalizas, en 
2012, ascendió a 78.4 mil, representando el 6.6% de la superficie total 
sembrada. Mientras que, el área destinada para granos en el mismo 
año fue de 64.2 %. Las hortalizas después de los granos, constituyen el 
grupo de productos de mayor valor de la producción agrícola de Sina-
loa. En el año 2012, el valor de la producción de las hortalizas equivale 
al 33.1 %, en cambio, los granos, alcanzaron un 49.2 %.

Mientas que, la contribución de las actividades secundarias a la 
economía sinaloense es del 20.3 %, en el año 2016. Es escaso el peso 
específico que tienen en la generación del valor de producto estatal 
bruto, en contraposición a las actividades de servicios, que presentan 
un acelerado dinamismo. Este último contribuye con más de tres cuar-
tas partes al PIB de la entidad (67.7%). Desde hace tres décadas, su 
economía se ha convertido en terciaria y agrícola, cuyo dinamismo es 
apoyado por la banca comercial y de desarrollo orientada a financiar 
actividades industriales, comerciales y de servicios. Sinaloa hoy, es 
una potencia turística, que atiende a visitantes nacionales como ex-
tranjeros. El presente artículo explora la relación de las instituciones 
formales e informales con la tasa de crecimiento del producto interno 
bruto para el territorio subnacional del Estado de Sinaloa en México. 
(Rodriguez, Ramos y Sanabria, 2016)
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El articulo parte de la siguiente pregunta de investigación: ¿La per-
sistencia de las instituciones económicas en Sinaloa, es resultado del 
poder de facto no asignado por las instituciones (como las elecciones), 
sino debido al poder que poseen los grupos resultado de su riqueza o 
capacidad para resolver el problema de la acción colectiva?; mientras 
que, el objetivo general es confirmar si la persistencia de las institucio-
nes económicas en Sinaloa, es resultado del poder de facto asignado 
por las instituciones, sino al poder que poseen los grupos resultado de 
su riqueza o capacidad para resolver el problema de la acción colectiva.

Para tal propósito, se revisará la persistencia de las instituciones 
económicas, ante los cambios políticos efectuados durante el periodo 
de estudio, como resultado de la reforma política de 1977, que tuvo 
impactos trascendentales en el sistema político mexicano, en el úl-
timo cuarto del siglo XX e incluso hasta la segunda década del siglo 
XXI. también, se propone explicar cómo las instituciones económicas 
pueden perdurar incluso cuando las instituciones políticas cambian, 
se supone que las instituciones permanecen durante largos períodos 
de tiempo. Por lo tanto, una teoría convincente de la persistencia 
institucional debe explicar cómo la permanencia de equilibrios insti-
tucionales y el ambiente de incentivos que condiciona las decisiones 
de ahorrar, invertir en recursos humanos y el capital físico, innovar y 
adoptar mejores tecnologías, es consistente con cambios en institucio-
nes específicas. (Acemoglu, 2008,a).

Un cambio en las instituciones políticas no necesariamente conduce 
a modificaciones en las instituciones económicas, si se acompaña con 
un cambio compensatorio en la distribución del poder político de facto 
como soborno, captura de partidos políticos. Con base en este plan-
teamiento, se abordará la persistencia de las instituciones económicas 
ante los cambios de las instituciones políticas del Estado de Sinaloa; 
siendo referentes las reformas políticas efectuadas en el país a partir de 
1977, en el gobierno de José López Portillo, cuyo artífice principal fue 
Jesús Reyes Heroles, secretario de Gobernación, y como permearon en 
el Estado de Sinaloa. Para Glotz y Schultze (2006), una reforma política 
constituye el cambio de las instituciones políticas del Estado de acuer-
do a un plan, que tiene como objetivo la modificación de instituciones 
y prácticas políticas del Estado, para adecuar al sistema político y que 
contiene una política pública para su implementación. 

De acuerdo con Gordillo (2018), la primera transición política reali-
zada en el periodo de 1977 a 1997, el producto principal fue la creación 
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de un sistema de partidos que suplió al régimen de partido hegemó-
nico. Sin embargo, la transición mexicana constituyo una mezcla del 
autoritarismo del régimen, el presidencialismo, la interacción entre 
reglas formales establecidas en la Constitución, y una gran cantidad 
de reglas informales y facultades meta-constitucionales, arreglos que 
no fueron sustituidos por un nuevo sistema político con reglas que 
respondieran a la creciente pluralidad de la sociedad mexicana y com-
petencia electoral.

El presente trabajo se sustenta en la escuela de la Nueva Econo-
mía Institucional (NEI), que permite una mejor  interpretación de 
los fenómenos políticos, sociales y económicos, que ha enriquecido 
los diferentes programas de investigación destacando los siguientes: 
la organización empresarial (Williamson, 1974, 1985; Ménard, 2005), 
el crecimiento y el desarrollo económico (Rodrik et al., 2004; Shirley, 
2005; Acemoglu y Robinson, 2008, a), la historia económica (North, 
1989; Greif, 2006), el análisis económico del derecho (Garoupa y Ste-
phen, 2004; Hadfield, 2005), el análisis de los procesos legislativos 
(Weingast y Marshall, 1988), el federalismo (Weingast, 1995), las po-
líticas públicas (Dixit, 1996; Spiller y Tommasi, 2007); el capital social 
(Knack y Keefer, 1997), la economía de los recursos naturales (Libecap, 
2007; Ostrom, 2008) o las políticas de regulación (Joskow, 1991; Spiller 
y Tommasi 2005). El pensamiento institucional se ha alimentado de 
otras disciplinas como la ciencia política, la sociología, la psicología, 
entre otras,  conservando un perfil propio con autoridad científica, 
siendo un referente muy importante en las investigaciones de las cien-
cias sociales.

El artículo se articula del siguiente modo: en la sección 1, se discute 
la literatura relacionada con las instituciones y el crecimiento econó-
mico; en la sección 2, se describe la metodología que se utilizará en este 
estudio; en tanto que la sección 3, reporta y describe los resultados 
encontrados; por último, la sección 4, se refiere a las conclusiones y 
algunas recomendaciones.

Revisión de la literatura

Para la NEI, las relaciones entre los agentes se producen de manera 
formal e informal. Las instituciones formales son las expresadas en re-
glas políticas y judiciales, reglas económicas y contratos (North, 1990); 
mientras que las instituciones informales son las relacionadas con el 
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sistema de creencias, valores y la cultura que determinan las decisio-
nes y estructuran los cambios del paisaje humano (North, 2005). Los 
arreglos institucionales son la combinación de restricciones formales, 
reglas informales y sus características de aplicación, como lo describe 
North (2005). La diferencia clave entre estos dos tipos de instituciones 
es que las limitaciones informales son propias de la dinámica del ámbi-
to privado, mientras que las reglas formales son diseñadas y legitima-
das desde el ámbito de lo público-gubernamental (Williamson, 2009). 

Para Rodrik y Subramanian (2003), el crecimiento económico exige 
de las instituciones económicas la protección de los derechos de pro-
piedad y el cumplimiento de los contratos; definiendo a este tipo de 
instituciones como creadoras de mercado, ya que, en su ausencia, los 
mercados no funcionan de manera perfecta. Por lo que, el desarrollo a 
largo plazo requiere instituciones reguladoras del mercado que apoyen 
la dinámica de dicho desarrollo. 

Por su parte, las instituciones políticas se centran en la redistribu-
ción y son diseñadas por quienes se encuentran en el poder. Rodrik y 
Subramanian (2003) las identifican como las legitimadoras de mercado, 
consideradas como aquellas que facilitan la distribución socialmente 
aceptable. En este grupo también se encuentran las instituciones para 
el manejo de conflictos que se refieren a un poder judicial de calidad en 
el marco definido como Estado de derecho, las instituciones políticas 
representativas, la libre participación y la garantía de derechos y repre-
sentación de los grupos minoritarios, entre otras (Rodrik, 2011).

Lo anterior incluye la capacidad del gobierno, a partir de sus intere-
ses, para formular, conciliar y aplicar eficazmente políticas acertadas, 
ganando legitimidad a partir del respeto de los ciudadanos y el Estado 
con las instituciones que gobiernan las interacciones económicas y so-
ciales entre ellos. Así, desde esta perspectiva teórica, son instituciones 
formales: la Constitución, las leyes, reglamentos y otras disposiciones, 
y las organizaciones como la Administración Pública, incluida la Justi-
cia, los mercados organizados, pero igualmente los contratos privados 
y asociaciones creadas por iniciativa privada y cuya funcionalidad se 
establece a partir de los ámbitos de la sociedad. También, son rele-
vantes para regular las relaciones políticas y económicas el grado de 
cumplimiento de las normas y los valores y códigos de conducta que 
condicionan la aplicación e interpretación de las normas y configuran, 
más allá del contenido de las mismas, lo que es permisible o no en las 
relaciones humanas. 
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Según Acemoglu, Johnson y Robinson (2004), las instituciones po-
líticas formales (poder político de jure) e informales (poder político 
de facto) determinan las instituciones económicas; las que, a su vez, 
condicionan el resultado económico y la distribución de recursos. Un 
cambio en el poder político de facto puede producir también un cam-
bio tanto en las instituciones políticas como en las económicas, lo cual 
vuelve a afectar el resultado económico. Un elemento clave de esta ar-
gumentación es la persistencia institucional, cuando las instituciones 
económicas influidas por el poder político de jure tienden a favorecer 
especialmente a los grupos dominantes, por lo general no se obtienen 
cambios en los niveles de poder, como tampoco en las instituciones 
económicas como tal. También la conservación de valores, como la 
perpetuación de los grupos de poder y la decreciente distribución de 
recursos en la sociedad, contribuyen a la permanencia de la estructura 
de las instituciones.

Para explicar la relación entre instituciones y desempeño econó-
mico, Waylen (2014) afirma que las instituciones informales son con-
sideradas como resultado de un proceso continuo y adaptativo, según 
el desarrollo de las comunidades. Entonces, el dinamismo de las ins-
tituciones informales contribuye significativamente al cambio insti-
tucional, y puede explicar el desempeño económico de los territorios 
subnacionales.

Cambios en las instituciones políticas
En 1977, Jesús Reyes Heroles, entonces secretario de Gobernación 

expresó la necesidad institucional de impulsar una reforma política 
que propiciará la democracia en México, considerando la pluralidad de 
los diversos grupos y clases sociales. Donde las mayorías y minorías 
pudieran convivir pacíficamente en un clima libertades dentro de un 
marco jurídico, que a su vez posibiliten el progreso social.

Para tal propósito, el Ejecutivo Federal envío a la Cámara de Di-
putados iniciativa de reforma política que contemplaba modificar los 
artículos 6°, 18, 41, 51, 52, 53, 54, 55, 60, 61, 65, 70, 73, 74, 76, 93, 97 y 
115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como crear una nueva legislación electoral, la denominada Ley Federal 
de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales (LFOPPE). Entre las 
que destaca: ampliar la Cámara de Diputados: 300 de mayoría relativa 
y 100 de representación proporcional (denominado sistema mixto con 
dominante mayoritario). Crear las figuras de asociaciones políticas 
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nacionales, frentes y coaliciones. Permitir impugnar las elecciones a 
través de la Suprema Corte de Justicia con las resoluciones de la Cá-
mara de Diputados erigida como Colegio Electoral. Primer sistema de 
financiamiento público para los partidos políticos. Acceder a los me-
dios de comunicación de radio y televisión, sin restringirlos a periodos 
electorales. (González y Escamilla, 2015)

La reforma política no tuvo resultados inmediatos, donde uno de 
los factores que más influyó es el control que el ejecutivo federal siguió 
ejerciendo en la vida política del país. Resultaba difícil que no existie-
ran los frenos y cortapisas, en un sistema político autoritario de larga 
data, con instituciones donde no se permitía la disidencia y la plurali-
dad de las ideas, propias de las sociedades modernas. 

En el gobierno Miguel De la Madrid, envió al Congreso de la Unión 
la iniciativa de reforma para ampliar la Cámara de Diputados (de 400 
a 500, 300 por el principio de mayoría relativa y 200 de representación 
proporcional) e incluir al partido mayoritario para que pueda obtener 
diputados por el principio de representación proporcional.

La finalidad de las reformas electorales propuestas por el Ejecutivo, 
fue limitar la participación de los partidos de oposición en las cámaras 
legislativas federales y brindarles una apertura limitada en las repre-
sentaciones locales, pues el desgaste del partido en el poder empezaba 
a mostrarse en las elecciones de las entidades federativas. (González y 
Escamilla, 2015)

La crisis del modelo de desarrollo, el malestar del grupo de poder 
económico, los reclamos democratizadores desde la oposición parti-
daria, demandas callejeras de diversos sectores de la sociedad civil, un 
PRI desgajado por la Corriente Democratizadora y el sismo de 1985 
conformaron un escenario que rebasó a la administración de Miguel 
De la Madrid. Este cúmulo de problemas no resueltos y la irrupción de 
nuevos actores políticos y sociales en el ámbito nacional hicieron que 
las elecciones presidenciales de 1988 revelaran la insuficiencia de un 
modelo de sistema político insostenible, también mostraron que los 
cambios a la legislación se habían quedado cortos y contribuyeron a 
consolidar la crisis de legitimidad que padeció Carlos Salinas de Gorta-
ri en su ascenso a la Presidencia de la República. 

Después de los cuestionados resultados electorales presidenciales 
de 1988, Carlos Salinas propuso tres acuerdos nacionales de su gobier-
no: a) Para la ampliación de la vida democrática; b) Para la recupera-
ción económica y la estabilidad; y, c) Para el mejoramiento productivo 
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del bienestar popular. En el caso de la administración de Ernesto Ze-
dillo, su propuesta en materia electoral concede plena autonomía de 
los órganos electorales; tribunal Electoral integrado al Poder Judicial 
de la Federación; y, Ciudadanización de la jornada electoral. Lo que, 
permitió un avance de la democratización de los procesos electoral que 
posibilitó la llegada a la Jefatura del Gobierno del Distrito Federal por 
conducto del Partido de la Revolución Democrática (PRD), así como la 
pérdida de la mayoría absoluta en la Cámara de Diputados, a partir de 
ese momento el Ejecutivo Federal en los tres siguientes periodos presi-
denciables, no tendrá la mayoría calificada necesaria para las reformas 
constitucionales. (González y Escamilla, 2015)

El presidente Vicente Fox presentó tres iniciativas al Congreso de 
la Unión en materia electoral: respecto a los artículos 41, 116, 122: Las 
reformas al texto constitucional pretendían contribuir a transparen-
tar los recursos utilizados por los partidos políticos en los procesos 
electorales, reducir los costos de las campañas y crear los espacios para 
la construcción de acuerdos entre las diferentes fuerzas políticas. El 
presidente Felipe Calderón reformo y adiciono disposiciones a la Cons-
titución, para que los ciudadanos tengan una mayor injerencia en la 
vida política del país, con lo cual, cualquier mexicano podrá postularse 
de manera independiente como candidato a puestos de elección po-
pular incluso a la presidencia, con la reforma política se modifican 12 
artículos de la Constitución y adicionan siete más. En el nuevo texto 
constitucional considera las candidaturas independientes, lo que sig-
nifica que los ciudadanos podrán postularse sin tener que ser miembro 
de un partido político.

Enrique Peña Nieto,  promulgó la reforma político electoral con lo 
cual habrá un único instituto que se encargará de la organización de las 
elecciones en todas partes del país, que en este caso será el Instituto 
Nacional Electoral (INE) tendrá atribuciones electorales de los comi-
cios federales y locales, Siendo lo más relevante de  la Reforma Político 
Electoral la centralización de las elecciones pero se  mantienen los ins-
titutos locales; reelección de diputados y senadores hasta por 12 años; 
reelección para diputados locales y alcaldes; creación de una Fiscalía 
General, donde la PGR ya no se encargará de los delitos electorales 
y la corrupción;  creación del Instituto Nacional Electoral (INE), que 
sustituirá al Instituto Federal Electoral (IFE); se retira el control de los 
institutos electorales estatales de los congresos; los partidos políticos 
mantendrán el registro con el 3% de votos; se reducen el tiempo entre 
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la elección y la toma de protesta; igualdad de género en la composición 
del congreso 50% hombres y 50% mujeres; y, los gastos en publicidad 
oficial; entre otros cambios. (González y Escamilla, 2015)

Sistemas presidenciales versus sistemas parlamentarios
En los sistemas presidenciales no hay mecanismos claros para re-

emplazar a un presidente que es enormemente impopular y que ha 
perdido la mayor parte de su apoyo en la legislatura. Mientras que, 
los sistemas parlamentarios tienen dispositivos que pueden conducir 
a cambios relativamente frecuentes en gabinetes y gobiernos, flexibili-
dad que ayuda a preservar la estabilidad del régimen. El presidencialis-
mo se basa en una separación institucional de la legislatura y el ejecu-
tivo, y el gobierno parlamentario en una fusión de estos dos poderes, 
favorable para la estabilidad democrática. Debido a que los presidentes 
y las legislaturas son elegidos de manera independiente, los regímenes 
presidenciales otorgan dos reclamos de legitimidad en competencia, 
uno por el presidente y el otro por congreso (Linz 1984). El parlamen-
tarismo es un régimen donde el gobierno para a mantenerse en el po-
der, debe tener la confianza de la legislatura.

En este sentido, el gobierno parlamentario es más efectivo que 
el gobierno presidencial. Un acuerdo multipartidista para formar un 
gobierno en un sistema parlamentario difiere en tres formas de un 
acuerdo entre varias partes para apoyar a un candidato presidencial 
durante la campaña y de la decisión del presidente de incluir líderes de 
varios partidos en el gabinete. Primero, en un sistema parlamentario, 
los partidos que forman el gobierno eligen el gabinete y el primer mi-
nistro. En los sistemas presidenciales, la responsabilidad de armar un 
gabinete se basa principalmente en el presidente. La segunda gran di-
ferencia entre las coaliciones partidarias en las elecciones presidencia-
les y parlamentarias es que en este último los legisladores están obli-
gados a apoyar al gobierno a menos que su partido decida abandonar 
la alianza gubernamental. La tercera diferencia entre las coaliciones 
partidarias en las elecciones presidenciales y sistema parlamentarias 
es que, en este ultimo las partes son corresponsables de gobernar y 
están comprometidos a apoyar la política del gobierno. Cuando dejan 
de apoyar al gobierno, hay posibilidades de que se convoquen nuevas 
elecciones. En este sentido, los sistemas presidenciales del gobierno 
generalmente son menos propicios para la estabilidad democrática, 
que los sistemas parlamentarios. Mainwaring (1990, a).
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En la mayoría de los sistemas presidenciales en América Latina in-
cluido México, el presidente es en gran parte responsable de la política 
y la legislación. Este hecho ha llevado a algunos observadores (Davis 
1958, Diniz 1984, Lambert 1969) a afirmar que los presidentes tienen 
poderes dictatoriales virtuales. Si bien esta percepción puede ser pre-
cisa para regímenes autoritarios, nada podría estar más alejado en go-
biernos democráticos (Archer 1989; Mainwaring 1990, b).

En toda América Latina, el papel presidencial está marcado por 
una profunda ambivalencia y ambigüedad (Blondel y Suárez, 1981); los 
presidentes tienen amplios poderes en algunas áreas, pero son nota-
blemente débiles en otras.  El poder presidencial es individualista, las 
predilecciones y proclividades, e incluso la personalidad del presiden-
te, son factores políticos significativos. La mayoría de las constitucio-
nes latinoamericanas otorgan a los presidentes una mayor autoridad 
legislativa de la que tiene el presidente de los EE. UU. Los presidentes 
pueden aprobar muchos proyectos de ley como "Decretos-leyes eje-
cutivas", que se aprueban automáticamente a menos que el Congreso 
específicamente los vete. Asimismo, la mayoría de los presidentes la-
tinoamericanos tienen amplios poderes en situaciones de emergencia. 

Los resultados de la encuesta acerca de la funcionalidad y efectivi-
dad de las leyes, normas y Estado de Derecho en Sinaloa, relacionados 
con los incentivos para el emprendurismo, académicos, empresarios y 
funcionarios de gobierno los perciben medianamente satisfactorios. 
Por su lado, la sociedad civil los considera insatisfactorios. Para el fac-
tor de leyes, normas y Estado de Derecho, se identifican tres diferentes 
niveles de percepción. En primer lugar, una más favorable del gobier-
no. En segundo lugar, la percepción media-baja de los empresarios y la 
academia, y finalmente una opinión marcadamente a la baja de la so-
ciedad civil. En particular, la percepción de incentivos para la actividad 
emprendedora se considera poco satisfactoria, al igual que la labor que 
ha desempeñado el Congreso estatal y el Cabildo municipal. La misma 
percepción se presenta en cuanto a la actualización de las normas, li-
cencias y permisos para crear u operar nuevos negocios en los ámbitos 
municipal y estatal. Por otro lado, en el tema de justicia la percepción 
general es que es medianamente imparcial, y su aplicación suele ser 
muy lenta.
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Decisiones metodológicas de la investigación
Esta investigación emplea el método descriptivo-inductivo, formal- 

legal e histórico-comparativo, utilizado por el institucionalismo, que 
permite una mayor comprensión el impacto que genera la persistencia 
institucional en el desarrollo económico de la entidad. Según Hay y 
Wincott (1998), este marco metodológico incorpora el enfoque legal-
formal en el tratamiento de las instituciones, así como el contexto 
donde se erigen. De ahí, la importancia de la utilización de las herra-
mientas neoinstitucionalistas, para la comprensión de la vida social 
del hombre y el quehacer de las instituciones. 

Para el institucionalismo clásico, según Rhodes (1997), el método 
utilizado es descriptivo-inductivo, formal- legal e histórico-comparati-
vo, los cuales se detallan enseguida:

I. Es descriptivo-inductivo por emplear las técnicas del historiador 
e investigar acontecimientos, épocas, personas e instituciones especí-
ficas, produciendo análisis sistemáticos del pasado que pretenden ex-
plicar acontecimientos contemporáneos. El enfoque clásico es inducti-
vo porque las diferencias las halla y extrae de la repetida observación 
de los fenómenos.

II. Es formal-legal porque se enfoca en dos rubros: 1) estudio del 
derecho público, por eso el calificativo de legal; y 2) el estudio de las 
organizaciones formales de administración pública. Éste doble énfasis 
confluye en el estudio del derecho público que afecta a las organizacio-
nes formales de dicha administración, en el estudio de la estructura 
constitucional.

III. Es histórico-comparativo por la necesidad de comprender la 
evolución de una institución en determinado contexto; se analizan 
varias instituciones y se comparan teniendo en cuenta que las condi-
ciones económicas e históricas guarden cierta similitud, se analiza su 
estructura y funcionamiento por etapas a través del tiempo.

El institucionalismo tradicional, desde el punto de vista metodo-
lógico, centra su atención en la descripción de las instituciones, sobre 
todo en su estructura y en su evolución dejando atrás el estudio de 
la interacción social de la que son producto. (Altamirano y Martínez, 
2011)
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Si bien el institucionalismo es más un marco metodológico para la 
actividad investigativa de las ciencias sociales en vez de un método 
por sí mismo, ofrece insumos teóricos para estudiar la realidad social 
acotada desde las reglas del quehacer cotidiano institucionalizado, que 
a decir verdad reflejan un conjunto de normas éticas, morales, de re-
glas y procedimientos de acción humana, y dada su complejidad, no 
existe un método que permita comprender y explicar dicha realidad; 
por ello, es necesario decir que el nuevo institucionalismo está lejos de 
encasillarse en una única forma para el tratamiento de las institucio-
nes (Norton, 1993). Mientras que, Rhodes (1997) argumenta que en el 
tratamiento de las instituciones se puede recurrir a muchas otras dis-
ciplinas, no sólo a la historia o al derecho, sino también a la estadística 
o la técnica narrativa y, axiomáticamente, al método comparado. 

El modelo de la persistencia de las instituciones 
económicas

El presente artículo está basado en el modelo de la persistencia de 
las instituciones económicas, adecuado para analizar los procesos po-
líticos y económicos que se presentan en nuestra entidad, desarrollado 
por Acemoglu y Robinson (2008, a), que aprecian que el impacto de las 
instituciones en los resultados económicos depende de la interacción 
entre el poder político de jure, cuya asignación está determinada por 
las instituciones políticas. Porque el poder de facto es esencial para la 
determinación de las políticas económicas y la distribución de los re-
cursos económicos, el cual se está en manos de pequeños grupos como 
resultado de su riqueza, armas o capacidad para resolver el problema 
de la acción colectiva. Sin embargo, el poder político real es una com-
binación de poder político de jure y de facto. (Rodriguez, Ramos y Sa-
nabria, 2016)

El modelo está compuesto de dos grupos: una élite y los ciudada-
nos, donde las instituciones económicas son electas por la elite o los 
ciudadanos dependiendo de quién posee mayor poder político. El po-
der político, a su vez, está determinado por instituciones políticas que 
asignan el poder de jure y la distribución del poder de facto. La élite, 
en virtud que constituyen grupos más pequeños y tienen mayores ren-
dimientos al controlar la política, tienen una ventaja comparativa en 
invertir en el poder de facto (Mosca, 1939; Olson, 1965). Esto implica 
que la cantidad de poder político de facto de la élite es un resultado de 
equilibrio y responde a los incentivos. Por ejemplo, en democracia, el 
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equilibrio del poder de jure se inclina hacia los ciudadanos, mientras 
que, en los regímenes no democráticos, la élite tiene un mayor poder 
de jure.

Cuando las asimetrías de poder son manifiestas, y algunos actores 
tienen una influencia más directa (élites) y otros solo tienen inciden 
indirectamente a través de la votación (ciudadanos). Este poder es un 
determinante importante en el funcionamiento de una sociedad y 
cómo los beneficios de la actividad económica son compartidos den-
tro y entre las naciones. En este sentido, la idea se materializa que el 
poder depende de la circunstancias, creencias y costumbres de la gente 
común. Una lección clave que surge es que reglas que permiten a los 
jugadores comprometerse, coordinarse y cooperar tienden a mejorar la 
eficiencia en el juego de resultados.

Mientras que, las instituciones políticas cambian, las instituciones 
económicas pueden persistir en el tiempo. Un ejemplo claro, lo cons-
tituye la abolición de la esclavitud en el sur de los Estados Unidos, 
donde se mantuvo el sistema agrícola anterior a la Guerra Civil basado 
en grandes plantaciones, mano de obra no educada de bajos salarios y 
la represión laboral; la esclavitud fue reemplazada por políticas dise-
ñadas para impedir la movilidad laboral, privación de derechos políti-
cos, intimidación, violencia y linchamiento, situación que permaneció 
hasta mediados del siglo XX. Igualmente, después de la conclusión del 
colonialismo en varios países de América Latina, perduraron los pro-
blemas económicos. Este modelo conduce a un patrón de democracia 
capturada; el equilibrio puede caracterizar el surgimiento y la persis-
tencia de la democracia, pero las instituciones económicas aún favore-
cen a la élite. 

Sin embargo, muchas sociedades experimentan cambios frecuentes 
en sus instituciones políticas. Por ejemplo, la mayoría de los países la-
tinoamericanos se liberaron del colonialismo español en los primeros 
20 años del siglo XIX, suscribieron sus constituciones y se convirtieron 
en repúblicas En el siglo XX, estos mismos países experimentaron múl-
tiples cambios entre dictadura y democracia. Si bien algunos de estas 
modificaciones fueron importantes en las instituciones políticas que 
condujeron a cambios en las instituciones económicas y en los resulta-
dos económicos, la estructura de la economía mostró una resistencia 
significativa de cara a los cambios políticos potencialmente radicales.

El modelo implica un patrón de democracia capturada, mediante el 
cual una democracia puede sobrevivir, pero elige instituciones econó-
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micas que favorezcan a una élite. El modelo proporciona condiciones 
bajo las cuales los resultados económicos o políticos serán invariables 
a los cambios en las instituciones políticas, y las propias instituciones 
económicas persistirá con el tiempo. (Acemoglu y Robinson, 2008, b).

En México, la democracia se adaptó a los límites que el sistema po-
lítico le impuso, generando una democracia capturada por grupos de 
interés clientelista, donde el gobierno ha logrado con su poder de veto 
(convertido en el instrumento político más poderoso), bloquear im-
portantes decisiones y políticas públicas. (Ugalde, 2012).

Resultados

De acuerdo con la NEI las diferencias en las instituciones econó-
micas son las principales causas de las disparidades en el ingreso per 
cápita entre los países (North 1990; Engerman y Sokoloff 1997; Ace-
moglu, Johnson y Robinson 2001). Las instituciones importan porque 
determinan el entorno de incentivos, que condiciona las decisiones de 
ahorrar, invertir en recursos humanos y el capital físico, e innovar y 
adoptar mejores tecnologías. La mayoría de los países del continente 
africano son pobres no porque estén geográficamente en desventaja, 
o por el tema cultural, tampoco por las enfermedades más comunes. 
Esto es debido a que tienen instituciones económicas que no crean los 
incentivos correctos, por la inseguridad de los derechos de propiedad 
y los derechos humanos, la existencia de barreras de entrada y a una 
ineficiente asignación de recursos.

La expansión europea después de 1492, tuvo profundos impactos 
en la organización de muchas sociedades en todo el mundo y expli-
can las diferencias institucionales, por ejemplo, entre Norteamérica 
y el resto del continente. Engerman y Sokoloff (1997) y Acemoglu, Jo-
hnson y Robinson (2001) argumentan que la variación institucional 
entre las colonias europeas fue causada principalmente por diferen-
cias en condiciones en el momento de la colonización. En lugares con 
grandes poblaciones indígenas y los recursos naturales, como el oro o 
la plata, y en los cultivos de plantaciones como la caña de azúcar o al-
godón podría cultivarse y donde el ambiente de la enfermedad era ad-
verso para los europeos, sociedades jerárquicas se desarrollaron donde 
una pequeña élite de la extracción europea vivía de la explotación de 
pueblos indígenas, esclavos y recursos naturales. 
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La evolución histórica de las instituciones supone que las institu-
ciones, una vez creadas, tienen una fuerte tendencia a persistir en el 
tiempo. Muchos países menos desarrollados, especialmente aquellos 
en América Latina y África, también han cambiado sus instituciones 
políticas a menudo en los últimos 100 años, con frecuentes cambios 
entre democracia y dictadura (Acemoglu y Robinson, 2006) y múltiples 
cambios en las constituciones.

La conquista de Sinaloa
En el caso de Sinaloa, los conquistadores venían en busca de ya-

cimientos de oro y plata, adueñarse de las tierras propiedad de los 
indígenas de los pueblos conquistados y que estos fueran ocupados 
como fuerza de trabajo en sus nuevas propiedades. Nuño de Guzmán, 
personaje que encabezaba a los conquistadores organizo a la sociedad 
de Culiacán y Chametla, en villas españolas, nombró gobernantes, re-
partió a las comunidades indígenas en encomiendas y otorgó tierras y 
aguas a los vencedores, según las aportaciones que había hecho para 
la empresa.

El acontecimiento más grave con la entrada de los españoles fue 
la propagación de las enfermedades transmisores como la viruela, sa-
rampión y fiebres intestinales. Los resultados fueron desbastadores 
para los nativos de Sinaloa: de los 200,000 indígenas tahues que había 
en 1530, se redujeron a 8,000 en 1570. De los 210,000 totorames que 
había en 1530, en el año 1572 quedaban 2,000 (Ortega,1999). Uno de 
los argumentos de los análisis históricos de los institucionalistas, es 
que donde las enfermedades afectaban a los conquistadores fundaban 
instituciones extractivas, en el caso de la región del Sinaloa, sucedió 
lo contrario, los portadores de las enfermedades eran los recién llega-
dos, diezmando seriamente a la población originaria. En la provincia 
de Culiacán los indios sobrevivientes quedaron sujetos a encomienda, 
dedicados a las actividades agrícolas artesanales y de servicio a los es-
pañoles. 

Sinaloa se ha vinculado a los mercados externos desde hace varios 
siglos. Durante la Colonia fue a través de la minería. En el siglo XIX 
fue un importante proveedor de algodón, garbanzo y caña de azúcar. 
A principios del siglo XX se inicia el cultivo del tomate para ser expor-
tado a Estados Unidos y desde entonces la economía de la entidad ha 
estado estrechamente relacionada con la de ese país. La construcción 
de presas en todo el país para impulsar los cultivos de riego benefició 
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a Sinaloa ampliamente, siendo una de sus fortalezas, que su geografía 
esa atravesada por once de ríos. (Maya, 2011)

Sinaloa y la Revolución Mexicana
Durante las tres primeras décadas del siglo XX ocurrieron grandes 

cambios en la vida política, social y económica del mundo. La revolu-
ción mexicana significo una gran transformación, el país fue impacta-
do por la primera guerra mundial y la crisis económica de 1929-1933. 
Estos acontecimientos impusieron un nuevo perfil económico en el es-
tado de Sinaloa, predominando la agricultura comercial, cuya base de 
desarrollo fue la agroindustria azucarera, las hortalizas y el garbanzo 
para la exportación. Al terminar la revolución, Sinaloa mostraba una 
fuerte presencia agrícola nacional, destacando su empuje empresarial, 
la diversificación de los cultivos y su aportación a la producción agríco-
la del país. (Aguilar y Romero, 2011)

Sin embargo, la crisis de la agricultura sinaloense se inició en 1927 
como consecuencia de una importante sobreproducción hortícola, de-
bido a la baja de precios en los mercados internacionales. El estallido 
de la crisis económica de 1929 agravó la situación. Todo esto influyó 
por la decisión del gobierno de Estados Unidos de aprobar, el 17 de 
junio de 1930, la Ley de comercio Hawley Smoot, consistente en incre-
mento de los aranceles a la competencia internacional, para proteger a 
los productores nacionales. (Aguilar y Romero, 2011)

Pasado el conflicto armado iniciado contra el porfiriato, y dirimido 
las diferencias entre las fracciones triunfadoras, a partir de las décadas 
de los años 20´s, el país inicio un proceso de reconstrucción y reor-
denación económica, donde el nuevo gobierno impulsó proyectos de 
construcción de carreteras, infraestructura hidráulica, modernización 
de las instituciones financieras, nuevos esquemas en las relaciones en-
tre empresarios y trabajadores, reestructuración del sistema de trans-
porte, entre otras medidas. La reconversión productiva de la agricul-
tura sinaloense fue encabezada por los empresarios, quienes iniciaron 
una revolución agrícola que permitió a la entidad transformarse en la 
principal productora de estos productos para el mercado externo, al 
igual que otras hortalizas y frutas. 

Las elites económicas y políticas de Sinaloa
La élite económica de la entidad sinaloense respondió a la política 

económica de los nuevos dirigentes del gobierno mexicano, y al térmi-
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no del cardenismo las bases de su poderío económico se explican por 
la afinidad de proyectos que los agricultores procedentes del porfiriato 
y los nuevos gobernantes tenían en torno al modelo económico que 
México empezaba a implementar. (Aguilar,1999).

La revolución mexicana de 1910, trajo modificaciones sustanciales 
de las instituciones políticas con los cambios entre dictadura y demo-
cracia y las múltiples reformas en las leyes hasta entonces vigentes 
que culminó con la aprobación de la nueva Constitución en 1917. Sin 
embargo, los sistemas económicos a menudo muestran una sorpren-
dente continuidad. El centro gravitacional económico durante el por-
firiato era la hacienda, si bien cambió esta forma de explotación y de 
relaciones de producción, sin embargo, la sociedad mexicana continuó 
sufriendo diversos problemas económicos, crecimiento lento e inesta-
bilidad económica a lo largo del siglo XX. 

El desarrollo basado en la agricultura, se apuntaló gracias a la colo-
nización de los valles agrícolas del centro y norte del estado, la propie-
dad de la tierra se reestructuró, donde los grandes latifundios hereda-
dos del largo periodo cañedista (gobernador de Sinaloa que permane-
ció en el cargo casi igual periodo que Porfirio Diaz en la presidencia), se 
dividieron en unidades productivas de menor tamaño, por una parte, 
las extensiones mejor dotadas (ricas en nutrientes naturales e infraes-
tructura hidráulica y vías de comunicación) quedaron en manos de las 
familias del antiguo régimen, solo que distribuidas entre sus miem-
bros, Lo que muestra el alto grado de persistencia en la identidad de 
las élites terratenientes del porfiriato. Por la otra, ante la postura fede-
ral de impulsar y consolidar la pequeña propiedad, grandes superficies 
acaparadas por los terratenientes fueron vendidas entre colonos que 
posteriormente se convirtieron en pequeños propietarios gracias a las 
facilidades otorgadas por dichos latifundistas o por el gobierno local. 
(Frías, 2015). Las relaciones políticas entre los hacendados y los go-
biernos revolucionarios, favorecieron el posicionamiento de la nueva 
clase dominante: los pequeños propietarios, que en muchos casos fue-
ron resultado del encubrimiento del latifundio, contando con el visto 
bueno de los regímenes de la revolución. (Carton de Grammont 1990) 

Los intereses de las elites económicas del antiguo régimen se aco-
modaron con el proyecto de las elites políticas surgidas de la revolu-
ción, encarnada en los caudillos militares de la región que a la postre 
ocuparon puestos de elecciones popular, tanto locales como federales, 
incluso algunos de sus integrantes llegaron a ser gobernadores del Es-
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tado, cuyos intereses económicos, eran el punto de convergencia con 
los grupos de poder económico. Smith (1979), encuentra que la Revo-
lución de 1910 no alteró fundamentalmente la composición de clase 
de la élite nacional, aunque redistribuyó el poder dentro de ella. Ade-
más, observa que la Revolución Mexicana provocó una separación de 
las élites políticas y económicas, y que el camino hacia el éxito político 
es mucho más variado e impredecible que antes del período revolucio-
nario.

En el periodo de 2004-2016, las actividades primarias en Sinaloa 
presentaron un crecimiento promedio de 3.91%, pero tuvieron un fuer-
te y sorprendente repunte en los años  2012, 2015 y 2016, del 17.89%, 
14.88% y 7.62%, respectivamente, motivado por la recuperación de los 
volúmenes de producción agrícola de años anteriores, combinado con 
los elevados precios de venta de los productos agrícolas, por lo que, el 
sector se ha mantenido a través del tiempo como el motor principal de 
la economía de Sinaloa, que ha impulsado al resto de las actividades.

Asimismo, la entidad es gran productora de maíz, en el ciclo agríco-
la otoño-invierno 2016-2017, en el Estado se produjeron 5,762,747 tone-
ladas de este grano en una superficie de 519,263 hectáreas sembradas 
(lo que representa el 49% de la siembra total), con un rendimiento de 
11.1 por hectárea; mientras que, el rendimiento a nivel nacional fue del 
3.34%. Los productores de Sinaloa demostraron que con los incentivos 
apropiados es posible alcanzar rendimientos de calidad comparables 
con los mejores de mundo. 

Sinaloa es una región ubicada dentro de la esfera de influencia de 
Estados Unidos; ligada a la economía norteamericana, décadas antes 
de que se hablara de globalización y con un poderoso flujo de exporta-
ciones hortícolas a dicho país. Sinaloa sigue siendo la entidad hortícola 
más importante del país, destacando en los cultivos de exportación. 
En 2007 aportó 27.1% del valor de la producción de tomate, principal 
hortaliza exportada. En frutas de exportación también ocupa un lugar 
destacado, por ejemplo, le corresponde 13.8% del valor de la produc-
ción de mango, en Maya (2011).

El cultivo de la horticultura en Sinaloa data de principios del siglo 
XX con la siembra del tomate, con el tiempo se introdujo la siembra del 
chile bell, pepino, calabacita y berenjena. Este sector se ha adaptado 
a las necesidades del mercado de Estados Unidos, aprovechando las 
ventajas comparativas que tiene el estado, como el clima que prevalece 
en invierno para la siembra de hortalizas. El crecimiento en un 23% 
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de las exportaciones agroalimentarias que tuvo Sinaloa durante 2017, 
representa casi el doble del crecimiento a nivel nacional. Mientras que, 
México cerró con 32 mil 583 millones de dólares en exportaciones agro-
alimentarias, el crecimiento fue del 12.4%. En Sinaloa se obtuvieron 
dos mil 755 millones de dólares, se creció un 23%, prácticamente el do-
ble del generado por todo el país, y paso del 7.7 % al 8.5% del total na-
cional. El dinamismo mostrado en este sector convierte a ese estado en 
el más importante del país como productor de variedades de tomate, 
bell peppers verde y de colores, entre otros. (periódico El Financiero, 
21-febrero de 2018)

Sinaloa, posee una economía rica pero desequilibrada, dominada 
por su sector primario y con un hipertrofiado sector servicios. Ello ex-
plica porque Sinaloa se encuentre entre los estados con las tasas de 
crecimiento más bajas. Debido a lo anterior, el comportamiento del 
sector agropecuario no ha sido el adecuado para una entidad federati-
va dotada de una buena base de recursos, naturales o construidos, para 
su desarrollo agrícola. 

Construcción de institucionalidad 
La relación entre los empresarios agrícolas de Sinaloa, el gobierno 

y la sociedad dio paso a la creación de un conjunto de leyes y decretos, 
destacando la Ley de Asociaciones Agrícolas Federal y su Ley Estatal 
promulgada en 1932. Esta última contribuyó a la construcción de una 
institucionalidad que coadyuvó a la consolidación de la agricultura 
comercial. Todo esto permitió que los grupos de pequeños agriculto-
res, que hasta entonces realizaban su actividad económica sin organi-
zaciones que los aglutinaran y con problemas para comercializar sus 
productos, transitaran a un nuevo esquema organizativo, en el cual 
predominaba la colaboración entre ellos y la decisión de contribuir a 
un nuevo proyecto de desarrollo regional. (Aguilar y Romero, 2011)

Los productores sinaloenses se agruparon en la Confederación de 
Asociaciones de Agricultores del Estado de Sinaloa (CAADES) creada 
en 1932, lo que represento un nuevo entorno institucional con reglas 
claras para el buen funcionamiento de las empresas agrícolas moder-
nas en Sinaloa entre 1930 y 1960. El objetivo de esta organización era 
contar con una estructura organizacional para aplicar las normas de 
producción y comercialización de los cultivos más importantes de la 
entidad. Este marco institucional estimuló el desarrollo de una estruc-
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tura empresarial basada en la agricultura comercial, sobre todo en la 
agroexportación. (Aguilar y Romero, 2011)

La evolución del marco institucional de la actividad agrícola en el 
Estado de Sinaloa condujo a una nueva ordenación de la estructura 
productiva. Los resultados más importantes de esta evolución institu-
cional de la agricultura empresarial son la expansión de la frontera de 
la agricultura, el avance tecnológico y el surgimiento de nuevas nor-
mas en la producción y en la comercialización agrícolas. (Aguilar y Ro-
mero, 2011). Actualmente, la Confederación de Asociaciones Agrícolas 
de Sinaloa, agrupa a 10 organismos locales con más de 30 mil agricul-
tores que aprovechan una superficie cultivable de 800 mil hectáreas de 
riego y 700 mil hectáreas de temporal, y producen al año, más de 10 
millones de toneladas de alimentos.

Conclusiones

El cambio de las instituciones es incremental, por lo que, los ac-
tores políticos se inclinan por mantener las instituciones existentes 
o reformarlas mínimamente. Sin embargo, la renovación de las insti-
tuciones políticas iniciadas con la reforma política del gobierno mexi-
cano de 1977, respondía escasamente a las exigencias de una sociedad 
demandante de libertades políticas, de expresión y de la democrati-
zación de un sistema político antidemocrático y autoritario. Pero, en 
las siguientes administraciones del gobierno federal encabezadas por 
Miguel de la Madrid a Peña Nieto, prosiguieron las reformas en mate-
ria de política electoral, cambios políticos que respondieron a la crisis 
política propiciada por un sistema de partido único que estuvo vigente 
en México por 70 años, que sin ser democrático, como tampoco dicta-
dura, tenía la particularidad de promover la circulación de las elites, 
cualidad que le permito una larga vida.

Estas modificaciones de las instituciones políticas en México, pro-
picio la alternancia en el año 2000, con el triunfo de la oposición en 
la elección presidencial, pero, en el caso de Sinaloa, no fue acompa-
ñada de la transformación de sus instituciones económicas, sino que 
persistieron las actividades primarias con escaso desarrollo del sector 
industrial y un sector de servicios impulsado por la propia agricultura. 

La persistencia de las instituciones económicas en Sinaloa, se pudo 
confirmar con dos hechos concretos. Primero, después de la revolu-
ción mexicana las mejores tierras siguieron en manos de sus antiguos 



dueños, aunque les hayan “expropiados” sus latifundios, las relaciones 
políticas entre los “exporfiristas” y la clase política estatal surgida del 
movimiento de 1910, favoreció el surgimiento de la nueva clase domi-
nante aglutinada en la “pequeña propiedad”.  Con lo cual, se comprobó 
que las instituciones económicas esenciales por los resultados econó-
micos, pueden persistir incluso cuando cambian las instituciones polí-
ticas, las cuales son decididas por los grupos que poseen el poder jure 
y el poder político de facto.

 Acemoglu y Robinson (2008, a), afirman que los cambios en la dis-
tribución del poder político de facto, son compensados por los cam-
bios en el poder de jure provocados por las reformas en las institucio-
nes políticas específicas, siempre que estas reformas no alteren radi-
calmente la estructura política de la sociedad, la identidad de las élites 
o la fuente de rentas económicas para las élites. La interacción entre el 
poder de jure y de facto explican cómo pueden coexistir los cambios en 
las instituciones políticas y la persistencia de las instituciones econó-
micas, porque al variar las instituciones políticas se modifica la distri-
bución del poder de jure necesita la conservación de las instituciones 
económicas, el cual debe estar asociado a un cambio compensatorio en 
la distribución del poder político de facto.

Mientras que, el segundo hecho se refiere a que la entidad tiene 
más de un siglo cultivando hortalizas para la exportación del mercado 
de Estados Unidos. Mucho antes de que surgiera la globalización como 
modelo de desarrollo, Sinaloa ya se encontraba ligada al vecino país 
del norte, situación que se ha reforzado en la actualidad, por razones 
evidentes. La horticultura con el paso del tiempo se ha convertido en 
una de las principales actividades económicas de Sinaloa. Su impor-
tancia económica se destaca por la atracción de divisas que ascienden 
a más de 900 millones de dólares; empleo para más de 150 mil jorna-
leros, la mayoría migrantes y otros 50 mil puestos de trabajo estacio-
nal para trabajadores sinaloenses de los altos del estado. La derrama 
económica de la actividad y el efecto multiplicador que esta tiene en 
los insumos y en los servicios beneficia de manera indirecta de forma 
significativa a otros sectores de la economía en Sinaloa. Acemoglu y 
Robinson (2008), argumentan que las instituciones económicas esen-
ciales para los resultados económicos, pueden persistir incluso cuando 
cambian las instituciones políticas; sin embargo, la construcción de 
las instituciones económicas es decidida por grupos o individuos que 
poseen mayor poder político. 
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El poder político, a su vez, consiste en el poder de jure regulado 
por las instituciones políticas formales y el poder político de facto, que 
proviene de la capacidad de varios grupos sociales para resolver sus 
problemas de acción colectiva. Con la alternancia política en México, 
los gobernadores de los estados acrecentaron sus facultades y su poder 
político, incluso para decidir a su sucesor, en caso de Sinaloa una mis-
ma elite política gobernó por espacio de 18 años, sin cambios impor-
tantes en las instituciones economías, con este ejemplo se puede en-
tender cómo los cambios en las instituciones políticas van de la mano 
con la persistencia de los sistemas económicos, lo que constituye solo 
una faceta de la persistencia institucional. Las elites cuando son ricas 
y poderosas, esperan impuestos más bajos, una menor redistribución 
y, en general, una serie de políticas que les favorezcan a expensas de 
las clases pobres.

Se constató que los agricultores de hortalizas que utilizan la mejor 
tecnología existente en el mundo en sus procesos productivos, poseen 
un poder de facto como agentes económicos  destacados; sin embar-
go, Soto (2017), afirma que el poder político de facto de los producto-
res en Sinaloa no es suficiente para  el surgimiento de instituciones 
alentadoras del crecimiento económico, para lograrlas se requiere  una 
economía que genere incentivos y oportunidades para la mayoría de la 
gente de la sociedad, que depende de las instituciones políticas, pues 
es, en esta esfera donde se resuelven los problemas de las instituciones 
económicas extractivas,  significando un obstáculo para el desarrollo 
de las sociedades. 

Para Acemoglu y Robinson (2006), una versión simplificada de la 
teoría de la democratización, es que cuando los ciudadanos quieren 
democracia y las élites no la desean, el equilibrio del poder político 
entre los dos grupos determina si la sociedad transita hacia la demo-
cracia. Un importante elemento lo constituye la naturaleza transitoria 
de poder político de facto que los ciudadanos poseen hoy, existen la 
incertidumbre si lo retendrán en el futuro. El equilibrio entre las élites 
y los ciudadanos o entre varios grupos sociales no es permanente, es 
temporal. 
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